Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Son las 16:10). 


—Dese cuenta de un asunto entrado. 


(Se da del siguiente). 


«El señor Presidente del Senado remite versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Edil Joaquín Garlo en la sesión de la Junta Departamental de Maldonado de fecha 11 de 
agosto de 2015, relacionadas con la participación de los jóvenes en política». 


—El documento ya fue repartido por correo electrónico a los señores Senadores. 


En la sesión anterior de la Comisión estábamos votando el articulado del proyecto de 
creación del INCCA, labor que retomamos en el día de hoy. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Habíamos quedado en el artículo 11, cuya redacción había motivado un 
comentario acerca de que, al no estar la disposición contenida en el proyecto remitido por el Poder 
Ejecutivo, colide con el artículo 86 de la Constitución de la República al carecer de la iniciativa privativa 
de dicho Poder; por lo tanto, nos encontraríamos fuera de esa norma. Al respecto, quiero aportar dos 
elementos. En primer lugar, tenemos una redacción que creemos que salda esa dificultad y, en 
segundo término, en lo personal supe que los actuales integrantes de la Comisión Delegada de Sirpa 
cobran el mismo sueldo que los integrantes del directorio del INAU. Por lo tanto, de alguna manera, lo 
que vamos a plantear mantiene el mismo espíritu del Poder Ejecutivo pero con una redacción más 
sencilla, que diría lo siguiente: «Los miembros del Directorio del INCCA» —reiteramos que todavía no 
lleva ese nombre porque estamos pensando para tratar de encontrar uno mejor— «tendrán idéntica 
remuneración que los actuales integrantes de la Comisión Delegada del Sirpa». Esto ya existe, de 
modo que no estamos innovando en cuanto a iniciativa, ya que el dinero ha sido otorgado. 


SEÑORA MONTANER.- ¿Me permite? ¿La señora Senadora leyó el artículo 11 del proyecto de ley 
sustitutivo del Frente Amplio? 


SEÑORA PAYSSÉ.- Retomo la explicación. Teníamos un artículo 11 que dejamos en suspenso porque 
nos merecía serias dudas en cuanto a su constitucionalidad; a su vez, lo habíamos hecho en función 
de que la remuneración sería igual a la de los integrantes de los directorios de tres miembros de los 
servicios descentralizados. Ahora bien; hechas las averiguaciones del caso, supimos que los 
integrantes de la Comisión delegada tienen el mismo sueldo que los integrantes del directorio del 
INAU. Nos parecía buena cosa que teniendo un descentralizado ahora, los integrantes de ese 
directorio percibieran el mismo sueldo que perciben los directores del INAU. Como de hecho eso ya 
existe, sugerimos la siguiente redacción: «Los miembros del Directorio del INCCA tendrán idéntica 
remuneración que los actuales integrantes de la Comisión Delegada del Sirpa». Entonces, haciendo la 
traslación, van a tener el mismo salario que ya tienen hoy, que es el mismo de los directores del INAU. 
De esa forma salvamos el tema de la constitucionalidad, porque ya lo están cobrando y, además, 
equiparamos organismos que si bien no van a ser iguales —porque uno va a ocuparse de las políticas 
públicas de infancia y el otro va a ser un descentralizado que se ocupará de las políticas de protección 
y de responsabilidad penal adolescente—, de algún modo son platillos de una misma balanza que ahora 
estamos separando y deberán mantener una lógica en cuanto a su salario, que ya se viene aplicando, 
siendo una Comisión delegada. Me parece que con esto laudamos una situación que nos tenía 
complicados en cuanto a la redacción que oportunamente habíamos presentado. Al mismo tiempo, lo 
de la iniciativa también queda resuelto porque ya se está cobrando ese salario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le voy a pedir a la señora Senadora Payssé si puede leer nuevamente la 
redacción que propone. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Sí, señor Presidente. La redacción sería la siguiente: «Los miembros del 
Directorio del INCCA» —aclaro que va a cambiar de nombre-— «tendrán idéntica remuneración que los 
actuales integrantes de la Comisión Delegada del SIRPA». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la redacción propuesta por la 
señora Senadora. 


(Se vota). 
—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR CARDOSO.- Volviendo al tema que habíamos planteado y conversado, en la misma dirección 
de lo que está aconteciendo hoy con el Sirpa, agregaríamos un inciso a este artículo, que refiere al 
tema de la Secretaría. Lo que ya el INAU le otorgó al Sirpa lo mantendríamos para este nuevo instituto 
que aún no tiene nombre. La redacción que había propuesto era: «Será de aplicación al INCCA lo 
dispuesto en el artículo 289 de la Ley N* 18.172,» —que es una ley de presupuesto— «del 31 de agosto 
de 2007». 


SEÑORA ALONSO.- Esto es que los Secretarios que estaban trabajando en... 


SEÑOR CARDOSO.- Los mismos Secretarios, no. Significa que tienen el mismo cupo que el INAU le 
otorgó al Sirpa. 


SEÑORA ALONSO.- Perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le voy a pedir al señor Senador Cardoso que lea nuevamente la redacción 
que propone. 


SEÑOR CARDOSO.- Sí, señor Presidente. La redacción diría lo siguiente: «Será de aplicación al 
INCCA lo dispuesto en el artículo 289 de la Ley N* 18.172, del 31 de agosto de 2007». Aclaro que esto 
sería un segundo inciso del artículo 11. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la propuesta formulada por el 
señor Senador Cardoso. 


(Se vota). 
—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La señora Secretaria me recuerda que estaba pendiente la aprobación del artículo 8*, 
referido a la responsabilidad personal y solidaria de los directores. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Al respecto, voy a plantear que continúe desglosado, es decir, que sigamos 
avanzando en otras cosas, pero no en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, dejamos pendiente la consideración del artículo 8% y pasamos a 
considerar el artículo 12. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor Presidente: tenemos una redacción que, de alguna manera, difiere de la 
que remitió el Poder Ejecutivo en el artículo 5% del proyecto de ley referente al Consejo Honorario 
Consultivo. Además, recibimos algún aporte vinculado a este tema de parte de la Senadora Alonso. Por 
nuestra parte, mantenemos el criterio que planteamos en este artículo en cuanto a los integrantes de 
este consejo consultivo, al tiempo que nos hacemos la misma pregunta que nos formulamos en 
oportunidad de la discusión sobre el Sistema Nacional Integrado de Cuidados, esto es, si es 
conveniente mencionar a Anong, o nombrar en general alguna otra forma de institucionalidad de la 
sociedad civil, dado que Anong no es la única. De todas maneras, vamos a mantener a Anong porque 
es una organización que nuclea a las vinculadas a estos temas. 


Por otro lado, queríamos plantear nuestra postura de no recoger la sugerencia de la Senadora 
Verónica Alonso en cuanto a incluir al Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario en este 
Consejo Honorario Consultivo, y vamos a explicar por qué. 


Ante todo, acá estamos cumpliendo con el cometido de separar el ámbito de los adolescentes 
en conflicto con la ley, de los demás servicios que presta el INAU. Para ello creamos un 
descentralizado que no es una cárcel, sino una institucionalidad que va a velar por aquellos chiquilines, 
adolescentes en conflicto con la ley, tanto en lo que tiene que ver con las medidas privativas de 
libertad, como en lo que no tiene que ver con estas. O sea que es una institucionalidad que se va a 
ocupar de los adolescentes en conflicto con la ley y todas las alternativas educativas, socioeducativas, 
etcétera —lo dijimos en los artículos anteriores—, vinculadas a lo que se pretende de esos adolescentes. 
Este tema tiene que ver con la justicia penal juvenil y no con el Comisionado Parlamentario del Sistema 
Carcelario. El sistema de adolescentes no es un sistema cancelario, sino un sistema que favorece la 
protección social y, al mismo tiempo, lo relacionado con las medidas de responsabilidad penal de los 
jóvenes. Y lo cierto es que el comisionado parlamentario de cárceles cumple una función totalmente 
distinta. 


Además, en la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo contamos 
con el Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura, que hace que esa institución deba atender 
tanto los temas vinculados a la eventual violación de los derechos humanos de los adolescentes 
privados de libertad, como también de otras personas que están privadas de libertad, pero no 
necesariamente en el sistema carcelario. 


Por lo tanto, vamos a mantener la redacción tal como fue presentada. 


SEÑORA MONTANER.- No me queda claro quién presidiría el Consejo Honorario Nacional 
Consultivo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Es una buena pregunta, señora Senadora; permítame razonar. 


El artículo 12 establece quién lo presidirá. Dice así: «Habrá un Consejo Honorario Nacional 
Consultivo compuesto por: un integrante del Directorio del INCCA o quien el Directorio designe, que lo 
presidirá», y luego continúa mencionando el resto de los integrantes. 


En la misma disposición planteamos un mínimo de tres sesiones al año con un determinado 
quórum, que tiene que ver con la cantidad de integrantes y no de presentes. A su vez, las 
competencias del Consejo Honorario Nacional Consultivo están comprendidas en el artículo siguiente. 


Esta es una especie de formato que tienen los consejos consultivos en las diferentes áreas. 
Si bien es cierto que nos estamos llenando de tales consejos, entendemos que es la forma de tener un 
organismo que no esté estrictamente dentro del sistema pero que, a la vez, pueda oficiar como 
recomendador —por decirlo de alguna manera— sobre las políticas de protección —que en este caso 
aplica el sistema que estamos creando-— y de responsabilidad penal adolescente. 


SEÑORA ALONSO.- Me quedó clara la explicación brindada por la señora Senadora Payssé respecto 
a la propuesta que presentamos. Sin embargo, entendemos positivo incluir la figura del Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario, porque si bien es cierto que la nueva institución apunta, 
sobre todo, a la búsqueda de medidas socioeducativas —ese es su objetivo superior—, no es ajena a las 
medidas de seguridad que deben ejecutarse y contralarse. Por eso nos pareció oportuna la inclusión 
de la figura del comisionado parlamentario —a propósito, recuerdo que en una sesión de la Comisión 
las Senadoras Payssé y Tourné planteaban por qué estábamos creando un nuevo Consejo Honorario 
Nacional Consultivo cuando estos órganos, desde el punto de vista de los resultados, han sido poco 
eficientes—, sobre todo por el relacionamiento que tiene con el propio Parlamento. En ese sentido, 
entendemos que además podría presentar anualmente a ese Consejo Honorario y a la Asamblea 
General de esta Casa, un informe de actuación general de este nuevo instituto y una evaluación 
pormenorizada de sus diferentes programas de rehabilitación de adolescentes. Creíamos que era una 
buena medida, en virtud de los hechos que han ocurrido en los últimos meses y en los últimos años en 
esta Comisión Delegada del SIRPA. Ni siquiera la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo, más allá de los informes que presentaron, generaron modificaciones ni cambios 
positivos en este sentido. 


En definitiva, queríamos dejar constancia, señor Presidente, de que nos parecía una buena 
medida, que lamentablemente la Bancada oficialista entiende que no es oportuno aprobar. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Creo que en lo que fundamentaba la señora Senadora Payssé en cuanto a 
cuál es el objetivo, en general, de este proyecto y, en particular, del Consejo Honorario Nacional 
Consultivo, están los motivos por los que pensamos que no es necesaria la incorporación del 
Comisionado Parlamentario, más allá de las razones valederas que plantea la señora Senadora. Pero 
me parece importante el hecho de que este Consejo Consultivo incorpore al Instituto Nacional de 
Derechos Humanos, que también está en el ámbito parlamentario. Creo que cuando uno lee las 
competencias del Consejo Honorario Nacional Consultivo, está contemplada la preocupación que 
plantea la señora Senadora Alonso. En la medida en que el Instituto Nacional de Derechos Humanos 
trabaja sobre gran parte de estos temas, me parece que se cumple con lo que estamos pidiendo: que 
haya un ámbito de supervisión desde los derechos y particularmente desde los valores con los cuales 
estamos trabajando en la adolescencia. Entiendo que ahí estamos bien cubiertos. 


SEÑORA ALONSO.- ¿El representante de la Secretaría de Derechos Humanos es el representante de 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo? 


SEÑORA PAYSSÉ.- No. 
SEÑORA ALONSO.- ¿Dónde está ese representante en el Consejo Honorario? 


SEÑORA PAYSSÉ.- Lo que está planteando el señor Senador Carámbula es agregar en el Consejo 
Consultivo un integrante de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 
Nosotros incluimos un representante de la Secretaría de Derechos Humanos, que está en el ámbito de 
la Presidencia de la República, pero los consejos consultivos pueden tener la cantidad de integrantes 


que se considere necesaria. Yo no me niego a que si está la Institución, esté también la Secretaría de 
Derechos Humanos de la Presidencia. Me parece que si está la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo alcanzaría, pero no me opongo a esa posibilidad. No sé si el planteo 
del señor Senador Carámbula era en el sentido de sustituir a la Secretaría de Derechos Humanos o de 
agregar un integrante más. No tenemos problemas en aceptar cualquiera de las dos opciones. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Me da la impresión de que incorporar un representante de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos sería importante, porque tiene respaldo parlamentario y le da una 
fortaleza particular su modo de elección y la gente que hemos elegido, que sin duda representa todo el 
espectro de los valores en este sentido. Aclaro que lo planteo sin ir en desmedro, en absoluto, de la 
Secretaría de Derechos Humanos. 


SEÑORA MONTANER.- Estoy de acuerdo con el concepto vertido por el señor Senador Carámbula. 


SEÑOR CARDOSO.- Yo no estoy de acuerdo, porque la Institución Nacional de Derechos Humanos, 
además de ser una institución con una característica muy peculiar, es un tribunal de alzada. De manera 
que no puede participar de la gestión, porque en ese caso los ciudadanos no podrían concurrir a él 
ante un problema. Si un delegado se involucra e integra el Consejo Consultivo, es parte no del que lo 
gestiona pero sí del que lo conduce, aunque sea en las definiciones más grandes. Entonces, la 
institución dejaría de ser un tribunal de alzada. En ese caso, si alguien se siente afectado por la gestión 
de esta nueva institución o ve en ella un problema, no podría recurrir a la Institución Nacional de 
Derechos Humanos. Entiendo que no participa de la gestión, pero el Consejo Consultivo se va a reunir 
tres veces por año y va a acordar sus recomendaciones por mayoría simple de presentes. Es decir, se 
trata de un órgano que va a recomendar al organismo y si este toma en cuenta sus planteos, de alguna 
manera, lo estaría conduciendo. Me parece que la institución referida a los derechos humanos la 
tenemos que reservar como un órgano de alzada, es decir, donde alguien pueda ir, justamente, a lo 
que se hace habitualmente, o sea, reclamar, denunciar, pedir su intervención o supervisión. Por tanto, 
creo que de esta forma estamos mezclando la gestión. 


SEÑOR CARÁMBULA.- No quiero polemizar mayormente, pero lo que importa en definitiva es que 
haya una visión desde el punto de vista de los derechos humanos y que sea cumplido por la secretaría. 
Entiendo que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, por los roles que 
tiene, es más que un tribunal de alzada y debe preservar el concepto de los derechos humanos desde 
la visión de la ciudadanía. Entonces, este órgano, que es consultivo —que como dijo el señor Senador, 
se va a reunir tres veces por año—, o sea que no interviene en la gestión, no se involucra directamente 
porque le corresponde a otro organismo. Y realiza, desde el punto de la institucionalidad que tiene la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, un buen aporte en un órgano 
consultivo; no incide en la gestión. 


En consecuencia, me parece importante que haya una visión desde el punto de vista de los 
derechos humanos en un órgano consultivo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Sugeriría votar como está el artículo y dejar a consideración la posibilidad de la 
incorporación de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo luego de 
realizar las consultas correspondientes. 


Por lo bajo le comentaba al señor Presidente que ahora no tengo muy clara la ley de 
creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo en cuanto a sus 
competencias. Pero me temo que si incorporamos esa institución, que es autónoma y es el último 
recurso donde la población puede recurrir cuando siente que las políticas públicas no atienden la 
defensa de sus derechos humanos, podríamos estar sobrecargándola al poder integrarla a cuanto 
consejo consultivo exista por ahí. Entiendo cuál es la mirada en cuanto a su incorporación, pero no sé 
si es lo más conveniente teniendo en cuenta el rol que cumple una institución que es autónoma sobre 
la toma de decisiones y que, además —no lo llamaría tribunal de alzada—, es la última instancia o el 
último recurso, reitero, al que se puede dirigir cualquier persona que sienta que sus derechos son 
vulnerados cuando se terminan los pasos que la institucionalidad tiene o los aplicadores de las políticas 
públicas tienen. O sea, el primer paso para la población no es ir a la defensoría del pueblo o a la 
institución, sino que allí se va cuando quienes tienen que ejercer las políticas públicas no dan las 


respuestas que deben dar. Me parece que podríamos estar teniendo una buenísima intención —quiero 
razonar un poco más el tema-—, pero estaríamos sobrecargando a la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo y, tal vez, no dejando que tenga, a mi juicio, mucha más visibilidad y 
protagonismo en cuanto al rol que actualmente tiene. 


SEÑORA MONTANER.- Frente a este muy interesante debate, donde hay dos miradas diferentes 
sobre el mismo punto, planteo que se aplace el artículo para poder volver a leer la ley que crea la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, de manera de tener más claros 
sus objetivos y determinaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay acuerdo para aplazar el artículo 12 para realizar las consultas planteadas 
en sala con respecto a la ley de creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo. 


En consideración el artículo 13. 


SEÑORA PAYSEÉ.- Con respecto a la competencia del Consejo Honorario Nacional Consultivo, 
hicimos algunas consideraciones mínimas —siguiendo la lógica del proyecto de ley del Poder Ejecutivo— 
vinculadas a lo que, a nuestro juicio, debe ser la integralidad de las políticas sectoriales. Hoy en día el 
término integralidad está muy de moda, tanto a nivel nacional como internacional, cuando se habla de 
proyectos, medidas y políticas integrales. Creemos que en este caso es de recibo, razón por la cual lo 
incorporamos al articulado. 


En el literal C) hicimos una pequeña modificación en cuanto a que el Consejo Honorario 
Nacional Consultivo podrá «emitir asesoramientos no vinculantes, recomendaciones y evaluaciones, 
las que se remitirán al Directorio del Organismo.» 


Asimismo, en el literal A) hicimos un agregado que, a nuestro juicio, es sustancial. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que se reiteren los agregados y modificaciones realizados. 


SEÑORA PAYSSÉ.- El agregado y las modificaciones figuran en el artículo 13 del proyecto de ley 
sustitutivo del texto comparativo. 


El literal A) dice «Promover la coordinación, integración e integralidad —ese sería el 
agregado- de las políticas sectoriales de atención a la adolescencia en conflicto con la ley.» El literal B) 
queda tal como vino del Poder Ejecutivo. Y el literal C) quedaría redactado de la siguiente manera: 
«Emitir asesoramientos no vinculantes, recomendaciones y evaluaciones, las que se remitirán al 
Directorio del Organismo.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 14. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En el artículo 14 se generan determinadas situaciones que debemos analizar. 
Nuestra propuesta consiste en realizar algunas modificaciones al proyecto de ley que viene del Poder 
Ejecutivo. 


La lógica de esas modificaciones se basa en que no estamos creando un organismo al que 
trasladamos por completo de un lugar a otro, como sucedió con la Jutep o con las fiscalías, sino que le 


estamos dando el carácter de descentralizado a una Comisión delegada de otro organismo, cuyos 
funcionarios eran de ese organismo y trabajaban en la Comisión delegada del SIRPA. 


La redacción que consideramos más adecuada y que tiene una observación de la Senadora 
Montaner —que seguramente explicará a continuación- es la siguiente: «El INCCA tendrá el personal 
que establezca el Poder Ejecutivo, que pertenezca o esté afectado al Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay (INAU).» El personal no es del SIRPA sino que puede ser del INAU. Reitero que, 
actualmente se trata de una Comisión delegada del INAU, por lo tanto el personal no es exclusivo del 
SIRPA. 


La redacción del artículo continúa diciendo: «El ingreso de personal de cualquier categoría se 
regirá por las normas generales del Estatuto del Funcionario Público, sin perjuicio de las reglas 
especiales que se dicten en atención a la índole de sus cometidos —no es cualquier cometido el que va 
atener— (literal E) del artículo 59 de la Constitución de la República). » 


De esa manera aligeramos la complejidad del artículo que venía del Poder Ejecutivo y 
señalamos que el personal no es exclusivo del SIRPA sino que vendrá a propuesta del Poder Ejecutivo, 
integrando la plantilla del INAU que es, en realidad, como surge la Comisión delegada. 


SEÑORA MONTANER.- Consideramos importante que el funcionario no solamente se rija por esa 
norma sino también por la establecida por el Estatuto General de Servicio del INCCA. Obviamente, 
habrá una diferencia. Por lo tanto —reitero—, el funcionario no solo debe regirse por la norma de la que 
hablaba la Senadora, sino también por el Estatuto General de Servicio del INCCA, establecido por 
dicho instituto. Es decir que tenga autonomía para establecer. Es un agregado que consideramos 
importante porque tiene cierta injerencia. De lo contrario, las funciones que desempeñen serán las 
mismas. 


SEÑOR CARDOSO.- Señor Presidente: voy a dar una opinión general porque participé de la creación 
del SIRPA y quiero ser coherente conmigo mismo y con lo que señalé —cuando se creó este 
organismo-— respecto al tema de sus funcionarios. 


Me parece que en un organismo que nace para crear una institucionalidad totalmente 
diferente a la que hemos tenido hasta ahora, con una metodología de trabajo también diferente y un 
tratamiento de la minoridad en conflicto con la ley distinto al que ha habido hasta ahora, justamente lo 
que no deberíamos hacer es repetir los mismos errores que hemos cometido y, entre otras cosas, 
arrastrar el mismo personal a los nuevos organismos. Por lo tanto, me quedaría conforme con el primer 
inciso, estableciendo que el Poder Ejecutivo reasignará funcionarios, y dándole a éste absoluta 
libertad, tal como se ha hecho en otros organismos de competencias totalmente distintas. Por ejemplo, 
cuando la Aduana hizo un proceso de reformulación de su estructura funcional salió a buscar 
funcionarios de todo el Estado e incorporó a su gestión a gente que nada tenía que ver con ese 
organismo. ¿Qué es lo que se buscaba? Romper determinadas lógicas de funcionamiento de la 
Aduana. Eso fue largamente debatido. Entonces, me parece que lo peor que podemos hacer es decirle 
al nuevo organismo adónde tiene que ir a buscar a sus funcionarios. Hay que ir a buscarlos donde 
estén —en el Estado, por supuesto; no estoy proponiendo que se agreguen funcionarios—, con las 
competencias y el perfil del cargo adecuados. El Estado tiene 320.000 funcionarios. Recuerdo haber 
planteado esta misma cuestión cuando se creó el SIRPA y, lamentablemente, los hechos me dieron la 
razón: creamos una institucionalidad diferente a la que teníamos antes para atender a los menores 
infractores y reprodujimos los mismos problemas. 


Entonces, no comparto en absoluto que se tenga que ir a buscar funcionarios al mismo lugar 
de donde desprendemos —por decirlo así- este organismo. En lo personal, quisiera que el Poder 
Ejecutivo tuviera la libertad absoluta de buscar los funcionarios con calificación y con entrenamiento 
que puedan dar a un organismo tan especial como este, el aire renovado que necesita. 


SEÑORA TOURNÉ.- En lo personal, debo decir que este artículo y el siguiente me preocupan mucho. 
Ojalá lleguemos a algún acuerdo. 


Aclaro que mi manifestación va a ser absolutamente personal; no quiero comprometer a 
nadie. 


Me parece que de la forma en que se provea de funcionarios este organismo va a depender 
si podrá cumplir o no con sus objetivos. Esto no se va a lograr si seleccionamos a aquellos que, dentro 
o fuera del INAU, ya están matrizados —por decirlo de alguna manera— con una forma de proceder que 
no los hace proclives a adaptarse al tipo de institución que estamos promoviendo. Más que nada es 
una institución de resocialización, educativa; no es una cárcel. Por eso hay otras propuestas de 
integración que tampoco comprendo. Reitero: no es una cárcel; entonces, hay determinados 
personajes que no tienen que aparecer acá. 


Lo otro que me preocupa tiene que ver con las dificultades del rol. Todo rol docente es 
desgastante y necesita reformularse permanentemente. Entonces, mi primera preocupación -y 
perdone, señor Presidente, por adelantarme al siguiente artículo- es cómo se va a integrar. Quisiera 
que pensáramos esto un poco más, porque —como decía el señor Senador Cardoso— hay que prever 
todas las instancias de modo de no caer en la situación de que el personal que vaya a trabajar en esta 
institución tenga determinados modelos de trabajo que lo único que hagan es reproducir, en un lugar 
diferente, metodologías que no conducen a logros. Por lo tanto, me preocupa la forma cómo se va a 
seleccionar —si le damos libertad absoluta al Poder Ejecutivo o no—, y también me inquietan otras 
cosas, porque si abrimos la cancha —lo digo con conocimiento de causa—, puede suceder algo que a 
veces se da, efectivamente. Hay gente con muchísima formación que no quiere ir a trabajar a estos 
lugares y no se les puede obligar a hacerlo. Entonces, no es que nos falten profesionales; lo que 
sucede es que hay algunos que no quieren ir a trabajar con este tipo de población. Ahí tenemos otra 
dificultad a considerar. 


Y el tercer aspecto —para mí fundamental- es el que tiene que ver con los cuidadores, su 
formación permanente, dotarlos de herramientas y demás aspectos. Este tema está incluido en el 
siguiente artículo, que lo discutiré en su momento. Pero me atrevo a decir que tal vez debamos pensar 
un poco más el artículo 14. 


Estamos de acuerdo con que hay que buscar funcionarios en el Estado, es decir, no hay que 
crear cargos, no es necesario hacerlo. Pienso que en el Estado hay gente con formación como para 
venir a trabajar a esta institución y tal vez no debamos quedarnos solo con la opción de que sean del 
INAU. Es más, no sé si eso no queda habilitado a través del segundo inciso del artículo. No, establece 
cómo deben ingresar; pero habla de la posibilidad de ingreso desde otros lugares, incluso desde 
afuera. 


Entonces, me parece que lo que se intenta en este artículo es preservar determinado número 
de funcionarios del INAU. En ese caso, si llegáramos a ese acuerdo, si nos ceñimos al hecho de que 
algún funcionario pueda provenir del propio INAU, creo que habría que ser muy exigente en las pautas 
de selección. Ese aspecto no lo veo muy reflejado en la siguiente disposición, que también es bastante 
laxa. 


Debo decir que estos son los artículos que más me preocupan porque, tal como lo 
planteábamos hace unos días en el debate de la educación, ninguna reforma es posible si no tenemos 
a los educadores de nuestra parte, es decir, convencidos del modelo a proyectar. 


Es muy difícil ir contra la voluntad de la gente. Tendría que ser algo voluntario pero, a su vez, 
me parece que tendría que haber una preselección rigurosa que garantizara que no vamos a reproducir 
un modelo represor o tutorial, que no es lo que queremos. Francamente, pues, tengo mis dudas acerca 
de la redacción de este artículo y también del siguiente con respecto a esas garantías. 


Por tanto, propongo a pensar un poco más este asunto, aplazándolo tal vez. 


SEÑORA ALONSO.- Coincido con lo expresado por los señores Senadores Tourné y Cardoso. En este 
sentido, los últimos hechos de notoriedad pública indican la necesidad de no volver a repetir los graves 
errores cometidos en los últimos tiempos. Me refiero a lo que tiene que ver con la minoridad infractora. 


Hemos presentado algunas propuestas con relación a lo planteado por la señora Senadora 
Tourné, es decir, la selección, la evaluación y la capacitación. De hecho, propusimos un régimen 
especial de evaluación del desempeño de los funcionarios. Creo que eso hace a la justicia de los 
propios funcionarios, muchos de los cuales han llevado adelante una muy buena tarea. 
Lamentablemente, en esto terminamos cometiendo el error de poner a todos en la misma bolsa, y 
aquellos que cumplen con su tarea eficientemente no se sienten motivados de la misma forma que 
quienes no la han realizado. Pienso que en el articulado deberíamos dejar expreso una especie de 
régimen de evaluación; eso sería algo importante. Hemos de tomar en cuenta lo vivido para que no 
vuelvan a repetirse situaciones de ese tipo. Quienes pretendemos llevar adelante el desarrollo de esta 
nueva institución, no queremos que ellas se reiteren. 


Dejo esto a consideración porque, según creo, se presentó una propuesta para incorporar en 
el articulado un régimen de evaluación del desempeño. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A manera de síntesis de lo planteado, estaríamos acordando postergar la 
aprobación de los artículos 14 y 15 para, de esta forma, continuar analizando cuál sería la mejor 
redacción para dar garantías acerca de la integración, sobre todo desde el punto de vista de los 
funcionarios y de los perfiles que se necesitarían en la nueva institución que se estaría creando. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Si lo que pretendemos es una elaboración más acorde con lo que estamos 
imaginando en esta institucionalidad, estoy de acuerdo con el desglose. 


Solo quiero recordar que mediante el artículo 14 no se hacía un traslado automático de 
personal del Sirpa a la nueva institucionalidad. Por otra parte, estábamos hablando del ingreso de 
personal de cualquier categoría. Además, algo que no mencionamos —y es bueno que nos llevemos 
como deber para luego establecerlo—- es que en el artículo 15 que estamos desglosando, sobre el final, 
se habla de formación y capacitación permanente del personal, aunque de manera muy laxa, por lo 
que de repente podríamos profundizar en eso. También debemos pensar si la redacción vinculada con 
la especialización y certificado de antecedentes judiciales nos conforma, porque es un tema que 
consideramos importante. 


Hace un rato el señor Senador Cardoso hizo referencia a la reestructura de la Aduana y a la 
forma en que se buscó el personal. Hay que tener presente que en ese organismo se trabaja con 
mercaderías en tránsito, mientras que en el caso que nos ocupa se trabaja con adolescentes. Por 
tanto, el tema vinculado con la certificación de antecedentes judiciales nos genera una doble 
preocupación porque la materia prima es bastante diferente. Ya que estamos desglosando artículos 
pensemos si esta redacción es la más adecuada o si habría que generar más reaseguros debido a que 
tratamos con adolescentes. 


SEÑORA MONTANER.- Por nuestra parte, hicimos la propuesta de incluir, en el mismo artículo 
mediante un inciso o en otro artículo, una escuela de capacitación de funcionarios, para que la nueva 
institucionalidad pueda cumplir con su objetivo. Queríamos dejarlo sentado porque en otros países 
existen, con muy buenos resultados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Postergamos, pues, la aprobación de los artículos 14 y 15 y pasamos a 
considerar el artículo 16. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Me parece que si estamos desglosando los artículos vinculados con los 
funcionarios y el artículo 16 refiere al régimen de dedicación total, que también tiene que ver con ellos, 
en la próxima sesión podríamos considerar todas las disposiciones referidas a los funcionarios porque, 
de lo contrario, luego tendríamos que reconsiderar, según lo que se plantee. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, también postergamos el artículo 16. 


En consideración el artículo 17. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Este artículo es más sencillo porque tiene que ver con los bienes, los recursos y el 
presupuesto. De todos modos, haremos alguna consideración vinculada con las certezas que 
queremos que tenga esta transferencia. Por ese motivo, modificamos la redacción del proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo, presentando un texto que figura en la columna de la derecha del proyecto 
comparativo. 


El artículo 17 dice: «El patrimonio del INCCA estará constituido por todos los bienes y 
derechos» —agregamos la expresión «y derechos»— «cuyo titular fuera el INAU» —reitero, para la 
versión taquigráfica, que el SIRPA era una Comisión delegada de INAU- «y estuvieren asignados a la 
prestación de los servicios a cargo del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, SIRPA,» —el 
desarrollo del nombre del SIRPA provino de una consideración de la Senadora Montaner en tal 
sentido— «a la fecha de vigencia de la presente ley, así como los que en el futuro adquiera o reciba a 
cualquier título». Obviamente, cuando se trate de un organismo descentralizado irán directamente al 
patrimonio de este. El artículo continúa diciendo: «La transferencia del dominio a favor del INCCA de 
los bienes del INAU operará de pleno derecho. El Poder Ejecutivo determinará por resolución los 
bienes inmuebles y muebles registrables comprendidos en esta transferencia y los registros públicos 
procederán a su registración con la sola presentación del testimonio notarial de esta resolución». Creo 
que con esto —voy a decirlo por tercera o cuarta vez— estamos generando un descentralizado a partir 
de una Comisión delegada de un organismo que también tiene la lógica de un servicio descentralizado 
como el INAU. Lo que tenemos que lograr es que a través de esta nueva redacción las transferencias 
que haga el INAU —que es su titular, no así el SIRPA— pasen a esta nueva institucionalidad. Creo que 
con esta redacción queda expresada de manera más clara y contundente la voluntad que planteamos 
sobre la necesidad forzosa de esta nueva institución de contar con recursos, patrimonio y con 
presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se pasa a considerar el artículo 18. 


SEÑORA PAYSSÉ.- El artículo 18 es prácticamente igual al artículo 21 del proyecto de ley original que 
intenta plantear de manera explícita los recursos con que contará para su funcionamiento la nueva 
institución. El literal A) refiere a las partidas que se le asignen por las normas de carácter presupuestal 
u otras disposiciones legales, como es obvio; el literal B) a los frutos naturales y civiles de sus bienes; 
el literal C) a la totalidad de los proventos de sus dependencias y, por último, el literal D) refiere 
a las donaciones, herencias y legados que reciba. Es claro que esto se parece más a una fórmula, que 
si bien no modifica el proyecto de ley original, nos parece que es bueno detallarlo para que conste en la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 19. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Este artículo —que sería el artículo 22 del proyecto de ley del Poder Ejecutivo— se 
refiere al destino de los recursos, y dice: «Las sumas que perciba el INCCA serán destinadas a atender 
los gastos del servicio». Es de recibo que así se establezca. «Los saldos no ejecutados al final de cada 
ejercicio de los créditos aprobados por leyes presupuestales para gastos e inversiones, se sumarán a 


los créditos del año siguiente, siempre que el monto transpuesto no supere el veinte por ciento (20%) 
del crédito original». Con esta norma queremos asegurarnos que los créditos se ejecuten. De esta 
manera, se establece la obligación de que si hay un presupuesto acordado, no queden economías sin 
cumplir. Creemos a través de esta norma estamos asegurando que la institucionalidad cuente con la 
ejecución del presupuesto que oportunamente le fuera asignado. A nuestro juicio, es un reaseguro 
importante. 


SEÑORA TOURNÉ.- Y que no se vaya a Rentas Generales. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Así es; pero queremos que además genere la obligación de ejecutar el 
presupuesto que se asigne. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 20. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Este artículo establece el régimen de transitoriedad porque, en realidad, todavía 
no sabemos cuándo el proyecto de ley tendrá carácter de ley, sin perjuicio de que el Parlamento ya 
está trabajando en el presupuesto. Aquí se establece la transitoriedad, es decir que mientras no se 
apruebe el primer presupuesto para este servicio descentralizado —me refiero al INCCA—, continuará 
rigiendo el que haya sido asignado al SIRPA que en este presupuesto estará dentro del presupuesto de 
INAU porque es una Comisión delegada de ese servicio descentralizado. El déficit que pudiera 
originarse en dicho período será atendido por Rentas Generales. 


Me parece que esta es una forma de asegurarnos el funcionamiento de la nueva 
institucionalidad, habida cuenta de que no tenemos claro en qué momento esta iniciativa va a ser ley y 
cuándo podrá empezar a regir todo lo que tiene que ver con la transformación institucional 
correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 20. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 21. 
SEÑORA PAYSSÉ.- El artículo 21 refiere a los excedentes y déficit operativos. 


Se podría decir que coincidimos casi en su totalidad con la redacción dada a este artículo por 
el Poder Ejecutivo —que viene a ser el artículo 24 del proyecto de ley original-, que hace referencia a 
eventuales excedentes operativos. En nuestra redacción establecemos lo siguiente: «Los excedentes 
operativos podrán, de acuerdo con las normas del artículo 220 de la Constitución de la República y 
leyes concordantes, destinarse a». Coincidimos con el resto de la redacción dada por el Poder 
Ejecutivo, salvo en el literal C), que dice: «C) Por transferencias desde el Gobierno Central, 
expresamente aprobadas por el Parlamento Nacional». Para este literal proponemos la siguiente 
redacción: «Por transferencias desde el Gobierno Central aprobadas por Ley». A nuestro entender, no 
solo la Ley de Presupuesto puede generar transferencias, por lo que nos parece que esta es la 
redacción más adecuada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 21. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 22. 


SEÑORA PAYSSÉ.- «Artículo 22. (Exoneración tributaria).- El INCCA queda exonerado del pago de 
todo impuesto nacional». 


Nosotros lo consideramos de esta forma. La versión del Poder Ejecutivo dice lo siguiente: «El 
INCCA queda exonerado de todo tributo con excepción de las tarifas por servicios efectivamente 
recibidos». Aquí estamos hablando de impuestos y no de tarifas. 


SEÑOR CARDOSO.- Hay que tener cuidado con la redacción porque cuando se hace referencia a 
«impuesto», es el IVA. ¿A qué se refiere? ¿A impuestos de carácter parlamentario o nacional? Cuando 
hacen compras, el IVA está incluido. Entonces, ¿cómo lo describen? 


SEÑORA ALONSO.- Tasas no es lo mismo. 
SEÑORA PAYSSÉ.- No es lo mismo, por eso no dice «tasas». 


Creo que descuenta IVA, como lo descuenta todo aquel que paga IVA. Es una forma por la 
cual el IVA abonado se descuenta. 


SEÑOR CARDOSO.- Lo que podemos hacer es que este artículo sea reglamentado por el Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


SEÑORA ALONSO.- ¿Por qué se modifica el artículo originario del Poder Ejecutivo? Porque la 
redacción más acorde parecería ser: «El pago de todo tributo con excepción». No me queda claro por 
qué se propone una modificación para este artículo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Fue una recomendación de nuestros asesores que en su momento nos pareció de 
recibo. La explicación que podemos dar en este momento es que se resolvió poner la frase «impuesto 
nacional» porque no estamos en condiciones de exonerar impuestos departamentales por la 
especificidad constitucional que tienen. Por eso pusimos «nacional». A su vez, se eliminaron otras 
especies tributarias, por ejemplo, las contribuciones especiales, tasas o precios. En particular, en 
cuanto a las tasas, la idea que primó es que son, generalmente, pocas y bajas además de que tienen 
relación con una contraprestación. La tasa siempre tiene una contraprestación, de modo que optamos 
por no exonerarlas. Sin perjuicio de ello, si se considera que deben exonerarse, nosotros no 
tendríamos problemas. Pero, básicamente, lo del «impuesto nacional» está vinculado con el tema de la 
autonomía departamental, razón por la cual lo redactamos de esa forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La explicación que daba la señora Senadora Payssé es bastante clara, por lo 
tanto, estamos en condiciones de votar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 23. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En el artículo 23, que corresponde al Capítulo VII, «Disposiciones transitorias», 
hacemos algunas modificaciones vinculadas con los plazos. El Poder Ejecutivo había planteado plazos 
que pueden ser difíciles de concretar, entonces pusimos uno mayor. Ahora, eso no quiere decir que no 
se puedan hacer las cosas antes, pero más vale ser prudentes y no estar acuciados porque el tiempo 
no da. 


La señora Senadora Montaner planteaba que debería mantenerse la exigencia, pero ya 
expliqué que la eliminamos para ser un poco más flexibles. Este traspaso no es sencillo, pero es 
imperioso y políticamente estamos convencidos de que hay que hacerlo. 


Entonces, el artículo 23 diría: «La Comisión Delegada del Directorio del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay (INAU) —después podremos darle la redacción adecuada con siglas o no 
siglas porque eso hay que perfeccionarlo en la redacción misma— cesará en sus funciones cuando 
estén designadas las autoridades del Directorio del INCCA». Esto parece de recibo porque no 
podemos tener dos organismos paralelos, pero al mismo tiempo el SIRPA va a funcionar hasta que el 
INCCA tenga las autoridades legítimamente constituidas o designadas. Me parece que no se puede 
pensar que esta redacción no es lógica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 24. 
SEÑORA PAYSSÉ.- Tendríamos que buscar el nomen juris para los artículos 23 y 24. 


El artículo 24 dice: «La remuneración de los integrantes del Directorio del INCCA será la 
misma que actualmente reciben los integrantes de la Comisión Delegada del SIRPA, la que se 
mantendrá hasta la aprobación de la norma presupuestal correspondiente». Creo que la redacción de 
este artículo ya está en el que votamos antes, por lo tanto, deberíamos eliminarlo. Antes teníamos una 
redacción diferente y lógicamente resolvimos modificarla; para ello fue necesario poner esta transitoria, 
pero al haber votado el artículo correspondiente en el día de hoy me parece que deberíamos eliminar el 
artículo 24. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se suprime el artículo 24. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Ahora el que era 25 pasaría a ser el 24. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Este artículo habla del Reglamento General del Servicio y dice: «El Directorio del 
INCCA proyectará dentro del plazo de 90 días de su instalación, el Reglamento General del Servicio, 
sometiéndolo a consideración del Poder Ejecutivo para su aprobación». 


Esto nos parece importante porque la diferencia es sustancial: una cosa es elevarlo al Poder 
Ejecutivo para su aprobación y otra es someterlo a consideración del Poder Ejecutivo para su 
aprobación. Para nosotros es importante que sea el Poder Ejecutivo el que lo apruebe y que no sea un 
trámite simple, es decir, elevarlo para que el Poder Ejecutivo diga «amén». 


El segundo párrafo también lo modificamos y dice así: «Hasta tanto no se apruebe un 
Reglamento General del Servicio, regirá la normativa general aplicable, en cuanto no se oponga a los 
preceptos de la presente ley.» Nos parece importante que no sea el descentralizado solo el que hable 
de su reglamento general, sino que además se someta a consideración del Poder Ejecutivo. Eso es 
algo que estuvimos discutiendo y en cuya importancia estuvimos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 25. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA PAYSSÉ.- La última disposición transitoria, cuyo nomen ¡uris es «Interpretación y 
derogación», expresa lo siguiente: «Toda referencia normativa al SIRPA, o a la materia regulada por la 
presente ley, se entenderá hecha al INCCA». En una transición parece lógico que pueda haber 
normas que ahora hagan referencia al SIRPA pero que vayan directamente a la nueva institucionalidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA ALONSO.- Quiero decir que seguramente envíe a la Secretaría dos o tres propuestas de 
cambio de nombre para la nueva institución. Una de ellas —por mencionar alguna- es: Instituto 
Nacional para la Inclusión Socioeducativa Adolescente, cuya sigla sería Inisia. 


SEÑORA TOURNÉ.- Pienso que la semana que viene ya podríamos estar aprobando este proyecto, 
por lo que solicitaría a la Secretaría que nos recordara cuáles son los artículos que hemos desglosado. 
De esa forma podremos estar mejor organizados para finalizar con la consideración de esta iniciativa. 


SEÑORA SECRETARIA.- Los artículos desglosados son: el 8*, el 12, el 14, el 15, el 16 y el relativo al 
nombre de la institución. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Faltaba el nomen juris del artículo 23, de las nuevas autoridades. 


SEÑOR CARÁMBULA.- En función de que ya próximamente ingresará el proyecto de ley de 
presupuesto, propongo que para la próxima sesión de esta Comisión, que sería el lunes 19, se 
convoque un poco antes a fin de poder terminar la consideración de estos artículos. Podríamos 
sesionar de 15 a 17 horas o, en su defecto, de 16 a 18 horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propondría mantener la hora 16:00 y sesionar hasta la culminación de la 
votación. 


(Apoyados). 


—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17:14). 
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